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Señor 

JUEZ CONSTITUCIONAL DE SANTA MARTA (REPARTO) 

E.     S.     D. 

 

 

REF.: ACCION DE TUTELA  

ACCIONANTE: MELIDA ESTHER MARTINEZ FONTALVO 

ACCIONADOS:  

DISTRITO TURISTICO CULTURAL E HISTORICO DE SANTA MARTA 

INSPECTOR DE POLICÍA DE TAGANGA 

SOCIEDAD LCM Y ASOCIADOS LTDA Y CIA S.EN C. 

 

 

MELIDA ESTHER MARTINEZ FONTALVO,  mayor de edad, domiciliada en la 

ciudad de Santa Marta, identificada con P.E.P. 93335940,  en calidad de afectada 

directa,  respetuosamente me dirijo a usted con el fin de interponer ACCIÓN DE 

TUTELA, para que por medio de esta acción constitucional me sean protegidos los 

derechos fundamentales a la dignidad humana, debido proceso, familia, mínimo vital 

y vivienda digna y aquellos que el juez encuentre vulnerados por el DISTRITO 

TURISTICO CULTURAL E HISTORICO DE SANTA MARTA, EL INSPECTOR DE 

POLICÍA DE TAGANGA,  y  la SOCIEDAD LCM Y ASOCIADOS LTDA Y CIA S.EN 

C., con fundamento en los siguientes: 

 

 

HECHOS 

 

1.- El 07 de diciembre del 2018, AGROINDUSTRIAS LCM S.A.S. solicita protección 

policiva contra personas indeterminadas por posibles comportamientos contrarios a 

la posesión y mera tenencia de bienes inmuebles con fundamento en el articulo 77 

Ley 1801 de 2016. 

 

2.-  El 30 de mayo de 2019 mediante resolución 011, se resuelve solicitud Nulidad 

y Revocatoria Directa centro de la Querella Civil Policiva de Comportamientos 

contrarios a la Posesión, radicado bajo expediente No 009-2018, de la Inspección 

Policía Sur, negando la solicitud de Revocatoria y Nulidades de conformidad con la 

parte motiva de la presente providencia. 

 



3.- El 16 de marzo de 2021 mediante resolución No. 002, la inspección de Policía 

de Mamatoco avocó el conocimiento de la querella policiva por perturbación a la 

posesión instaurada por AGROINDUSTRIAS LCM S.A.S en contra de PERSONAS 

INDETERMINADAS, conforme a lo dispuesto por los artículos 77,79 y siguientes de 

la Ley 1801 de 2016, ordenando practicar la diligencia de inspección ocular parte 

del lote No.1 urbano ubicado en el sector de la Urbanización Líbano 2000.  

 

4.- El 24 de marzo de 2021, la Inspección de Policía de Mamatoco profirió decisión 

dentro de la diligencia de inspección ocular, ordenando lo siguiente: 

 

“PRIMERO: NEGAR por falta de competencia del Inspector de Policía de 

Mamatoco las pretensiones de ambas partes con base a la documentación 

presentada en esta diligencia, donde ambas partes aportan documentos de 

propiedad y titularidad sobre el mismo bien inmueble motivo de la Litis, el 

cual después del informe pericial, donde se confirma que si nos 

encontramos en el sitio materia de la diligencia y donde se discute la 

perturbación del mismo. 

SEGUNDO: El perito en su informe pericial confirma que la diligencia de 

inspección ocular se llevo a cabo en el predio objeto de querella. 

TERCERO: Conceder la oposición planteada por la parte querellada 

conforme a aplicación y sentencia C- 241 de 2010 presentada por el Dr. 

Beder López . 

Y dejar a las partes que intervienen en esta querella a que acudan o que 

quedan en libertad de acudir a la justicia ordinaria para que diriman el 

conflicto de propiedad aquí planteado, por intermedio de los jueces de la 

Republica.” 

 

5.- El 6 de abril de 2021, la sociedad AGROINDUSTRIAS LCM S.A.S y LCM Y 

ASOCIADOS LTDA Y CIA S EN C, solicita se declare la nulidad de lo actuado por 

la Inspección de Mamatoco,  por la presunta violación al debido proceso. 

6.- El 27 de abril de 2021 mediante resolución No 034, fue decretada la nulidad de 

lo actuado a partir de la diligencia de inspección ocular que data 24 de marzo de 

2021, realizada por la inspección de policía de Mamatoco. 

 

7.- El 16 de marzo 2021, la Sociedad L.C.M. Y ASOCIADOS LTDA Y CIA S EN C, 

A TRAAVÉS DE  apoderado de la empresa LCM Y ASOCIADOS LTDA CIA S,EN 

C., presenta nuevamente querella de lanzamiento por ocupación de hecho contra 

personas indeterminadas.  



 

8.- El día 27 de febrero del 2023, se llevó a cabo por parte del INSPECTOR DE 

POLICIA DE TAGANGA, “AUDIENCIA DE QUE TRATA EL ARTICULO 223 DE LA 

LEY 18001 DE 2016 DENTRO DEL PROCESO POR PRESUNTOS 

COMPORTAMIENTOS CONTRARIOS A LA POSESIÓN, IMPETRADO POR LA 

SOCIEDAD AGROINDUSTRIA LCM S.A.S., CONTRA PERSONAS 

INDETERMINADAS”,   en la cual resuelve:    

 

“PRIMERO. Declárese responsable a los querellados ,GLENDA ROCIO ROA 

MANJARREZ , identificada con cédula No 36722714 y otros representados por el 

doctor GILBER MONTEALEGRE,MILTON LEONARDO AGUDELO FONSECA, 

identificado con cédula de ciudadanía No 85466183 y otros representados por el 

doctor BEDER LOPEZ, y así mismo KAREN PAOLA CASTRO QUINTERO 

identificada con cédula de ciudadanía No 1083454015 representada por la doctora 

BEATRIZ PARDO RIVAS; de los comportamientos contrarios a la Posesión y 

Tenencia de inmuebles previstos en los numerales 1 y 5 del articulo 77 del CNPC.” 

 

“SEGUNDO. Amparar la Mera Tenencia Material que ostenta la parte  

Querellante ,LCM Y ASOCIADOS LTDA Y CIA.S EN C, identificada con NIT 

800.101.822-3 sobre El inmueble materia de está Querella, LOTE No 3 con 

matricula Inmobiliaria No 080-112885 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de la cuidad de Santa Marta, el cual se encuentra 

subdividido en los Lotes 3A,3B,3C y 3, Tal como quedó acreditado en este 

proceso policivo; Restituyéndole a la  Querellados la  tenencia y posesión 

material del reseñado inmueble.”  

 

“TERCERO. Consecuentemente, para volver Las cosas al estado anterior, 

previo a la ocurrencia del comportamiento  que acá se sanciona, se ordena 

a los Querellados El desalojo de los inmuebles antes indicados y objeto de 

está querella. De no hacerlo voluntariamente, se procederá al desalojo con 

la fuerza pública, de ser necesario. Para lo cual  se les concede un plazo de 

cinco (5) días contados a partir de la ejecutoria de esta decisiòn,para el 

cumplimiento de lo acá ordenado, de acuerdo a lo estipulado en el numeral 

5 del articulo 223 del CNP..El señor Inspector concede los Recursos de Ley 

: los Recursos de Reposición y en subsidio de Apelaciòn,el que se concederá 

en el efecto devolutivo.” 

 



9.- Los apoderados de la parte querellada interponen  recursos de Reposición y en 

subsidio de Apelación, el señor Inspector de Policía Taganga no repone y concede 

el recurso de Apelación en el efecto devolutivo. […] 

 

10.- Los querellados a través de sus apoderados, el día 27 de febrero 2023, 

sustentan el recurso de apelación ante la Secretaría de Gobierno del Distrito de 

Santa Marta, no obstante reciben información que no se puede estudiar el recurso 

hasta que no llegue el expediente de la querella policiva a la mencionada Secretaría. 

 

11.- El Inspector de Policía de Taganga manifiesta que enviará el expediente a la 

secretaría de Gobierno del Distrito de Santa Marta después de llevar a cabo la 

diligencia de desalojo, la cual está programada para cinco días (5) días después de 

que quede ejecutoriada la decisión contenida en el documento de fecha 27 de 

febrero 2023, proferido por el Inspector de Taganga en Despacho del Inspector de 

Policia de Mamatoco.  

 

12.- La querella policiva y la audiencia realizada el 27 de enero  y 27 de febrero  

2023, fueron adelantadas  en el Despacho de la Inspección de Policía de Mamatoco, 

por el Inspector de Policia de Taganga,  tal como consta en las actas de audiencia, 

incluso con el logo de la Inspección de Taganga, y en el expediente no consta 

ninguna comisión por parte de la secretaria de Gobierno para que este funcionario 

pudiese avocar el conocimiento de dicha actuación. 

 

13.- La audiencia pública se realizó en el Despacho de Policía de Mamatoco y no 

hay en el expediente de Inspección ocular en los inmuebles en el lugar de los hechos 

como debió realizarse para que el inspector de policía apreciara de manera directa 

la posesión que tengo, sobre el bien inmueble ubicado en la Urbanización Tamacá 

Tayrona  distinguido como el lote 27 de la manzana D de la ciudad de Santa Marta. 

 

14.- Mediante Escritura Pública No 1107 del 30 de abril de 2021,  de la Notaría 

Cuarta de Santa Marta,  protocolicé la posesión sobre el terreno y la propiedad que 

tengo sobre las edificaciones levantadas en el predio. 

 

15.- Este inmueble lo adquirí mediante contrato de cesión de derechos de Promesa 

de Compra venta suscrito con el señor Henry Fabián Ropero Izasa, de fecha 20 de 

enero 2021. 

 

16.- El señor Fabián Ropero a su vez adquirió el inmueble mediante cesión de 

derechos con la señora Consuelo Cecilia Montero Arévalo, el 25 de septiembre 

2020..   



 

17.- La señora Consuelo Montero adquirió el inmueble a través de Promesa de 

Compra venta suscrita con la Promotora Tamacá S.A.S., con Nit 900.073.266-1,  el 

11 de mayo 2016. 

 

18.- Edifiqué mi vivienda con la inversión de todos mis ahorros. 

 

19.- Contraté con la Empresa AIR-E la prestación del servicio de energía eléctrica 

en mi residencia,. Así mismo contraté con la Empresa ESSMAR E.S.P., la 

prestación del servicio de acueducto y alcantarillado. 

 

20.- Me encuentro dentro de las personas afectadas por la decisión del Inspector de 

Taganga en audiencia celebrada en el Despacho de la Inspección de Mamatoco, el 

27 de febrero 2023, en la cual se resuelve: “TERCERO. Consecuentemente, para 

volver Las cosas al estado anterior, previo a la ocurrencia del comportamiento  que 

acá se sanciona, se ordena a los Querellados El desalojo de los inmuebles antes 

indicados y objeto de está querella. De no hacerlo voluntariamente, se procederá al 

desalojo con la fuerza pública, de ser necesario. Para lo cual  se les concede un 

plazo de cinco (5) días contados a partir de la ejecutoria de esta decisiòn,para el 

cumplimiento de lo acá ordenado, de acuerdo a lo estipulado en el numeral 5 del 

articulo 223 del CNP..El señor Inspector concede los Recursos de Ley : los 

Recursos de Reposición y en subsidio de Apelaciòn,el que se concederá en el 

efecto devolutivo.” 

 

21.- Desde el 08 de marzo 2023,  este proceso se encuentra en el Despacho de la 

Secretaría de Gobierno del Distrito de Santa Marta, para resolver el recurso de 

apelación presentado por todos los afectados con la decisión contenida en el acto 

administrativo mencionado. 

 

23.- Otros poseedores y propietarios de mejoras en el predio objeto de controversia 

presentaron acción de tutela solicitando como medida provisional, la suspensión del 

desalojo, lo cual fue concedido hasta que se resuelva la tutela. 

24.- En mi calidad de poseedora del lote 27 D de la Urbanización Tamacá, considero 

que el Proceso que debe llevarse a cabo por parte de la Sociedad LCM Y 

ASOCIADOS LTDA Y CIA S.EN C. es la acción reivindicatoria, conforme lo 

establecido por  el artículo 946 del Código Civil (en adelante “C.C.”), la acción 

reivindicatoria “es la que tiene el dueño de una cosa singular, de que no está en 

posesión, para que el poseedor de ella sea condenado a restituirla”. 



 

25.- El procedimiento realizado por en el Inspector de Policia de Taganga, en las 

Instalaciones de la Inspección de Policia de Mamatoco, y la decisión de desalojar a 

todos los poseedores de la Urbanización Tamacá, viola de manera flagrante mis 

derechos al debido proceso, a la dignidad humana, a la vivienda digna. 

26.- El inspector de Policia de Mamatoco y/o de Taganga carecen de competencia 

para realizar esta actuación por la naturaleza del asunto, ya que tratándose de 

posesiones pacíficas y estables por más de 1 año, como en mi caso  que he ejercido  

una posesión de más de 6 años, teniendo en cuenta los poseedores que le 

antecedieron y  no hay lugar a la protección de un status quo,  porque nos 

encontramos frente a una situación de posesión,  la cual es protegida 

constitucionalmente y cuya controversia debe dirimirse ante los Jueces Civiles, con 

mayor razón si se trata de un bien de propiedad de particulares, y no se puede 

exceder la administración pública en su poder de superioridad frente a sus 

administrados ordenando el desalojo de los inmuebles sin tener en cuenta los 

esfuerzos y la inversión económica  de los poseedores, la cual debe ser respetada 

y garantizada. 

 

PROCEDENCIA DEL RECURSO DE AMPARO 

 

La Constitución Política de Colombia de 1991 en su artículo 86 instituyó la acción 

de tutela como una herramienta jurídico-legal amparadora y garante de los derechos 

fundamentales contenidos en el mismo texto constitucional. Sin embargo, su 

aplicación es restrictiva y solo procede ante la ausencia de otros medios de defensa 

judicial o cuando existiendo este, la persona se encuentra ante la posibilidad de 

sufrir un perjuicio irremediable, que puede ser conjurado mediante una orden de 

amparo transitoria, cuya vigencia dependerá de la emisión de un pronunciamiento 

del juez ordinario frente al mismo caso.  

 

De realizarse el desalojo de este predio y entregársele las construcciones realizadas 

con mis propios esfuerzos económicos a la sociedad accionada, por parte de 

procedimientos policivos,  se produciría la conculcación de derechos fundamentales 

constitucionalmente protegidos y por  ende un perjuicio irremediable, que el estado 

está en el deber de garantizar, a través del sistema judicial, ya que si la sociedad 

accionada cree tener derechos sobre los mencionados predios debe acudir a la 

justicia ordinaria. 

 

 

 



ANALISIS DE LA VULNERACIÓN 

 

El procedimiento realizado por en el Inspector de Policía de Taganga, en las 

Instalaciones de la Inspección de Policía de Mamatoco, y la decisión de desalojar a 

los poseedores y propietarios de mejoras de la Urbanización Tamacá, entre los que 

me encuentro,  viola de manera flagrante el derecho al debido proceso, a la dignidad 

humana, a la vivienda digna. 

 

Al debido proceso  

Porque la inspección de Policia de Mamatoco o Taganga desborda sus facultades 

al decidir una “supuesta” perturbación de la mera tenencia a favor de la SOCIEDAD 

LCM Y ASOCIADOS LTDA CIA S.EN C.  desconociendo la posesión que tenemos, 

hace más de seis (6) años), teniendo en cuenta las posesiones anteriores. 

Constituye prueba de la afirmación anterior,  que en el año 2018,  la sociedad LCM 

Y ASOCIADOS LTDA CIA S.EN C., inicio actuación policiva por estos mismos 

hechos y ya ostentábamos la posesión sobre el terreno y la propiedad sobre las 

mejoras construidas. 

 

La querella por perturbación a la posesión es una acción preventiva que debe 

efectuarse dentro de las 48 horas siguientes a la perturbación  para mantener el 

status quo, por consiguiente la simple admisión de esta querella presentada por la 

sociedad LCM Y ASOCIADOS LTDA CIA S.EN C., por la Inspección de Policía de 

Mamatoco o de Taganga,  en contra poseedores legítimos de más de 6 años,  

constituye un acto administrativo irregular por parte de la administración pública 

distrital   y más irregular y alejado de preceptos constitucionales conceder un 

derecho a una sociedad privada por “supuesta perturbación” que “si bien tiene los 

títulos carece de la posesión y tenencia desde hace más de diez (10) años.”, 

teniendo en cuenta que la poseedora anterior era la Sociedad Tamacá. 

 

Así mismo se evidencia la falta de competencia del Inspector de Policía por las 

siguientes razones:  

 

a.- Por el factor territorial debe conocer de la querella, el Inspector de Policía de 

Mamatoco y esta actuación es adelantada por el Inspector de Policía de Taganga 

sin comisión alguna por la Secretaría de Gobierno del Distrito de Santa Marta y con 

la documentación y logos de la Inspección de Taganga. 

 

b.- La Inspección de Taganga carece de competencia para conocer de esta 



controversia. 

 

Dignidad Humana- Vivienda digna 

 

Lo más preocupante es la orden de desalojo de los querellados, poseedores de sus 

viviendas, entre los cuales me encuentro, ya que construí la edificación  con sus 

propios esfuerzos y con la orden de desalojo, en un término perentorio,  sin el lleno 

de los requisitos legales, perdería toda mi  inversión, la cual se le entregaría a la 

Sociedad LCM Y ASOCIADOS LTDA CIA S.EN C., produciéndose de esta manera 

un enriquecimiento sin causa para esta sociedad privada a causa del deterioro del 

patrimonio de mi mandante. 

 

EL artículo 81 de la ley 18001 de 2016. Prescribe: “acción preventiva por 

perturbación. cuando se ejecuten acciones con las cuales se pretenda o inicie la 

perturbación de bienes inmuebles sean estos de uso público o privado ocupándolos 

por vías de hecho, la policía nacional lo impedirá o expulsará a los responsables de 

ella, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la ocupación. 

 

“El querellante realizará las obras necesarias, razonables y asequibles para impedir 

sucesivas ocupaciones o intentos de hacerlas por vías de hecho, de conformidad 

con las órdenes que impartan las autoridades de policía.” 

 

 

Se fundamenta el inspector de Policía de Taganga para la toma de esta errada 

decisión en que la empresa tenía servicio de vigilancia en esa zona, en que 

realizaron toda clase de actividades documentales de englobe y desenglobe, 

permisos, en títulos de propiedad  y demás, lo cual no es fundamento jurídico porque 

no se tuvo en cuenta la posesión que ejerzo sobre el inmueble que ocupo y que se 

encuentra ubicado en los predios objeto de controversia, la cual quedó claramente 

demostrado en diligencias de inspección realizadas en querella anterior a la actual 

interpuesta ante la Inspección de Policía de Mamatoco el 24 de marzo 2021, en la 

cual expresa a las partes que para dirimir este conflicto se debe acudir a la justicia 

ordinaria 

 

 

La decisión contenida en el acto administrativo de fecha 27 de febrero 2023, 

expedido por el inspector de Policía de Taganga  “ para volver las cosas al estado 

anterior, previo a la ocurrencia del comportamiento  que acá se sanciona, se ordena 

a los querellados el desalojo de los inmuebles antes indicados y objeto de esta 

querella. de no hacerlo voluntariamente, se procederá al desalojo con la fuerza 

pública, de ser necesario. para lo cual  se les concede un plazo de cinco (5) días 



contados a partir de la ejecutoria de esta decisión, para el cumplimiento de lo acá 

ordenado, de acuerdo a lo estipulado en el numeral 5 del articulo 223 del cnp.”, es 

violatoria del Derecho fundamental a la posesión tal como lo expresa la Honorable 

Corte Constitucional en Sentencia T-078/93, sobre la naturaleza de la posesión :  

 

“Tercera. Del Derecho a la Posesión como un Derecho Fundamental. 

  

A través de la acción de tutela, el peticionario acude ante la autoridad judicial en 

procura de la protección de su derecho fundamental a la posesión (CP. art. 58), 

vulnerado a su juicio de manera ostensible por los actos arbitrarios e intimidatorios 

del Alcalde del Municipio de Juan de Acosta, Atlántico. 

  

En el contexto de la Constitución de 1991, la propiedad está protegida y garantizada 

junto con los demás derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles. 

  

Afirman los peticionarios en la solicitud de tutela, que a pesar de no tener títulos de 

propiedad que acrediten su posesión respecto de los terrenos sobre los que recayó 

la acción arbitraria de la autoridad pública, ubicados en las playas adyacentes a 

Bocatocino, a la luz de la ley son legítimos propietarios de los predios ya que han 

vivido y trabajado allí por más de 45 años, derivando de la pesca el sustento de sus 

vidas. 

  

En estas circunstancias, los peticionarios son titulares activos de una relación 

posesoria cuya naturaleza esencial conviene dilucidar, a efectos de determinar si ella 

amerita o no la protección específica que la Carta de 1991 otorga a los derechos 

constitucionales fundamentales. 

  

Ha definido la Corte Suprema de Justicia la posesión como "el poder físico directo 

sobre las cosas, en virtud del cual se ejecutan sobre ellas actos materiales de goce 

y transformación, sea que se tenga el derecho o que no se tenga; (...) ella misma 

realiza en el tiempo los trascendentales efectos que se le atribuyen, de crear y sanear 

el derecho, brindar la prueba óptima de la propiedad (...) y es ella, no las inscripciones 

en los libros de registro, la que realiza la función social de la propiedad sobre la tierra, 

asiento de la especie y cumbre de las aspiraciones de las masas humanas". (Corte 

Suprema de Justicia, Sentencia del 27 de abril de 1955, G.J. Tomo LXXX No. 2153) 

  

En cuanto a la naturaleza de la posesión, el profesor Valencia Zea en su obra 

"Naturaleza Jurídica de la relación posesoria", señala que prevalece la doctrina que 

considera la relación posesoria como un derecho real provisional, por cuanto: 

  



"Los derechos sobre cosas que pueden hacerse valer con acciones reales, son los 

derechos reales. La posesión es un poder de hecho que se ejerce sobre cosas y que 

se encuentra protegida con verdaderas acciones reales (las acciones posesorias). 

Desde tal punto de vista, es un hecho cierto que la posesión es un derecho real. 

  

Pero existe una gran diferencia entre la propiedad y la posesión. La primera 

constituye un poder jurídico definitivo; la posesión, un poder de hecho provisional; 

provisional en el sentido de que puede caer frente a la acción que se deriva de la 

propiedad. De ahí que la doctrina actual predique que la posesión es un derecho real 

provisional". 

  

Por su parte, nuestro Código Civil en su artículo 762 consagra el más vasto efecto 

de la posesión, cuando dispone que el poseedor se reputa dueño mientras otra 

persona no justifique serlo. Presunción que comprende todo tipo de posesión, sin 

excepción alguna. 

  

Esta Corte en providencia No. T - 494 del 12 de agosto de 1992, afirma en cuanto a 

la posesión: 

  

"La posesión resulta ser un poder de hecho jurídicamente relevante que por 

su naturaleza puede ser instrumento efectivo para la adquisición de la 

propiedad y como tal guarda con éste último derecho una conexidad de 

efectos sociales muy saludables, especialmente en el ámbito del estado social 

de derecho". 

  

Entre las razones clásicas para justificar la protección de la posesión, la más 

importante que se aduce, es que ella es una exteriorización de la propiedad y una 

de sus formas más eficaces de prueba. 

  

Por lo anterior, se puede afirmar que la posesión es un derecho fundamental, que 

tiene una conexión íntima con el derecho de propiedad y constituye a juicio de esta 

Corte, como lo ha reconocido en sentencias números T-406, T-428 y T-494, uno de 

los criterios específicos para la determinación de esa categoría jurídica que es el 

derecho constitucional fundamental. Reconoce igualmente la Corte, que la posesión 

tiene entidad autónoma de tales características y relevancia que ella es hoy 

considerada un derecho constitucional fundamental de carácter económico y social. 

  

En el presente caso en que la posesión de los peticionarios, vecinos del 

Corregimiento de Bocatocino, Municipio de Juan de Acosta fue presuntamente 

vulnerada por el Alcalde Municipal, cabe reiterar que las competencias señaladas en 

cabeza de los Alcaldes también comprenden la facultad de ordenar el desalojo de 



ocupantes, dueños, moradores, habitantes o poseedores del inmueble, pues aquella 

es una función de policía administrativa. 

  

En el caso de ser la del Alcalde una actuación ajustada a la ley, ésta debe estar 

precedida de un trámite que permita en el evento de tratarse de una orden de 

desalojo, que el o los afectados puedan oponerse o controvertir la actuación antes 

de que esta se haga efectiva, dentro del marco del respeto y cumplimiento de un 

debido proceso. De esa manera se le garantiza a los ciudadanos que la actuación 

administrativa se ejecute y lleve a cabo en la forma como el ordenamiento jurídico y 

administrativo lo ha dispuesto, e igualmente se le proteja contra posibles 

arbitrariedades o abusos en que pueden incurrir las distintas autoridades, con la 

excusa del ejercicio del poder. 

  

Obviamente dicha competencia administrativa de policía local radicada en cabeza 

del Alcalde o de quien haga sus veces, no puede ejercerse dentro del Estado social 

de derecho para desconocer derechos subjetivos, los que de ser afectados por el 

ejercicio de aquellas competencias pueden reclamarse, inclusive en el caso de la 

posesión, por vía de las acciones ordinarias y especiales. 

  

Sobre el particular, conviene precisar que cuando se pretende alegar la condición de 

poseedor, como lo hacen los accionantes en el asunto que se revisa, necesariamente 

se debe acudir a la vía judicial que le asegura el artículo 977 del Código Civil 

Colombiano, conocida como querella de amparo, y que se expresa en los siguientes 

términos: 

  

"Artículo 977. El poseedor tiene derecho para pedir que no se le turbe o 

embarace su posesión o se le despoje de ella, que se le indemnice el perjuicio 

que ha recibido, y que se le dé seguridad contra el que fundadamente teme". 

  

Cuando se trata de recuperar la posesión, el Código Civil en los Títulos XIII y XIV 

(arts. 972 y 1007) establecen las acciones posesorias, que tienen por objeto, dentro 

del año siguiente contado desde el acto de molestia o embarazo inferido a ella, 

recuperar la posesión de bienes raíces o de derechos reales constituidos sobre éstos 

y obtener las reparaciones indemnizatorias procedentes.” 

 

PRETENSIONES 

 

 

1.- Que se me conceda el amparo a los derechos a la vida, familia, vivienda digna, 

mínimo vital y demás deprecados en esta tutela. 

 



2.- Sea garantizada mi permanencia pacífica en el predio sobre el cual ejerzo 

posesión,  hasta que los accionados acudan a la justicia ordinaria que es la 

competente para dirimir este conflicto. 

 

3.- Que se ordene el cierre definitivo y archivo de todos los procesos policivos de 

amparo a la posesión promovido por la SOCIEDAD LCM Y ASOCIADOS LTDA CIA 

S.EN C - en contra de personas indeterminadas, respecto del inmueble identificado 

con la matricula inmobiliaria No. 080-112885.  

 

4.- Que se inste a la SOCIEDAD LCM Y ASOCIADOS LTDA CIA S.EN C - para que 

no sigan actuando de forma temeraria ante las instancias policivas y si a bien lo 

consideran, acudan a las vías ordinarias pertinentes a fin de hacer valer los 

derechos que creen tener. 

 

5.- Se vincule a la presente actuación  al DISTRITO DE  SANTA MARTA, LA 

SECRETARÍA DE GOBIERNO DEL DISTRITO DE SANTA MARTA, LA 

INSPECCIÓN DE POLICIA DE MAMATOCO. 

 

6.- Se corra traslado de este caso a la Defensoría del Pueblo, seccional Santa 

Marta, para que actúe como garante de mis derechos. 

 

7.-  Solicito la intervención de la Procuraduría General de La Nación, para que ejerza 

vigilancia especial a esta acción, y así intervenga en las diligencias adelantadas por 

la accionada ante la Inspección de Policía de Mamatoco y/0 Inspector de Policia de 

Taganga. 

 

  

 

NORMAS VULNERADAS 

 

Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 

protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades 

y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen 

nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

 

Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto 

que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud 

de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley permisiva o favorable, 

aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 



Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 

culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 

abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 

debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a 

controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, 

y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la 

prueba obtenida con violación del debido proceso. 

 

Artículo 51. Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna. El Estado fijará 

las condiciones necesarias para hacer efectivo este derecho y promoverá planes de 

vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y 

formas asociativas de ejecución de estos programas de vivienda. 

 

 

Sentencia T-314/12 

 

“5. PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA VIVIENDA DIGNA EN RELACIÓN 

CON EL PROCEDIMIENTO DE DESALOJO. 

  

Ahora bien, hasta ahora la Sala ha expuesto algunos casos con los que 

pretende ilustrar cómo la Corte Constitucional ha resuelto situaciones sobre 

ocupación de los bienes de uso público en general, partiendo de la realidad 

de los comerciantes informales. 

Siguiendo el orden argumentativo, en seguida se expondrá jurisprudencia 

que abarca concretamente las situaciones de personas que ante la falta de 

una vivienda, se han visto en la obligación de ocupar sin autorización los 

espacios destinados al uso público e inclusive, otras categorías de bienes 

pertenecientes a la Nación, como son los bienes fiscales. A partir de allí, se 

analizará el procedimiento de desalojo forzoso del que son objeto, sus 

consecuencias y las medidas que deben adoptarse para garantizar su 

derecho a la vivienda digna.” 

  

2.5.1. Fundamentos jurisprudenciales 

  

De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el procedimiento de desalojo busca 

recuperar, a través de acciones policivas, la tenencia de un bien ocupado sin justo 

título y, en consecuencia, radicar en cabeza de su auténtico propietario la tenencia 

del mismo[27]. Ahora, existen ocasiones en que el bien ocupado de manera ilegítima 

es un bien fiscal o de uso público, generando que las autoridades administrativas 

actúen en forma legítima para la recuperación del mismo, bajo el supuesto de que 
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pertenecen a la colectividad y no pueden ser objeto de ocupaciones, en tanto son 

imprescriptibles, inalienables e inembargables. 

  

2.5.1.1.  Pues bien, ante los procesos de desalojos forzosos, la Corte Constitucional 

ha sentado una línea jurisprudencial muy clara en torno a la protección de los 

derechos fundamentales de las personas sobre quienes recae tal procedimiento. En 

particular, el derecho a la vivienda digna es en estos casos, es el derecho 

fundamental cuya vulneración se hace más evidente y frente al cual se ha 

proporcionado más garantías. 

  

Así, al abordar el tema, esta Corporación ha estudiado la situación de personas que 

se han visto en la necesidad de ocupar de manera irregular terrenos y lugares que 

se enmarcan dentro de la categoría de bienes de uso público o fiscales, quienes 

posteriormente han sido objeto de acciones policivas tendientes a la recuperación 

de dichas áreas. 

  

Para una mejor comprensión de la situación descrita, la Sala expondrá las 

sentencias más representativas frente al tema y los criterios utilizados para resolver 

los respectivos problemas jurídicos que en cierta medida, guardan relación con el 

caso que ahora se revisa: 

  

2.5.1.2.   En la sentencia T-323 de 2010[28], la Sala Sexta de Revisión analizó la 

situación de dos familias que al advertir la presencia de alrededor de 200 familias 

en un área determinada de la comuna 18 de Cali, decidieron también instalarse allí. 

Posteriormente, la Alcaldía municipal de la ciudad inició el proceso de desalojo de 

todas las personas que habitaban el sector. Los accionantes solicitaban en la tutela 

que se suspendiera la diligencia de desalojo hasta tanto no se garantizara el 

derecho a la vivienda digna de los ocupantes. 

  

La Sala determinó que, de acuerdo con las particularidades de cada caso, debía 

estudiarse la protección del derecho a la vivienda digna, y por ejemplo era menester 

examinar la existencia de un sujeto de especial protección que se encontrara en 

riesgo. En el caso concreto, se evidenció que ninguno de los accionantes había 

acudido ante las autoridades administrativas para solicitar la inclusión en los 

programas subsidiados para acceder a una vivienda de interés social, por lo tanto, 

se negó el amparo solicitado. No obstante, la Corte requirió a la Alcaldía municipal 

de Cali para que le brindara la asistencia necesaria a los accionantes, con el fin de 

que pudieran acceder eficazmente al subsidio familiar de vivienda de interés social 

u otros programas con que contara el municipio[29]. 

  

2.5.1.3.  En la sentencia T-068 de 2010[30], la presente Sala Séptima revisó el caso 
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de una mujer indígena en estado de embarazo y de su suegro de 83 años, víctimas 

del desplazamiento forzado, quienes arribaron al municipio de Fusagasugá y 

ocuparon de hecho y sin violencia un inmueble de interés social propiedad de la 

alcaldía, el cual encontraron abandonado y desocupado. La administración 

municipal inició querella de lanzamiento por ocupación de hecho para efectuar el 

desalojo de la casa ocupada por los tutelantes. En el escrito de tutela, se solicitó la 

protección del derecho a la vida digna, al mínimo vital y a los derechos del niño, 

debido a su situación de desplazamiento de los demandantes y, en consecuencia, 

que se declarara la prescripción de la diligencia de lanzamiento, dado que se habían 

superado los tres meses necesarios para poder realizarla. 

  

La Sala concluyó que la falta de vivienda incide decisivamente en la desintegración 

del grupo familiar y en la vulneración de otros derechos constitucionales prevalentes 

y superiores de los niños, más aún cuando se trata de población en condiciones de 

desplazamiento. Así, la Corte encontró que sería desproporcionado continuar con 

la diligencia policiva de lanzamiento por ocupación de hecho, pues se estaría 

contrariando el principio de progresividad y las normas de derecho internacional [31], 

y se dejaría a los accionantes en una situación de total vulnerabilidad e indefensión, 

abocándolos a un problema mayor en relación con el derecho a la vivienda digna. 

  

Con base en lo anterior, la Sala Séptima concedió la protección a los derechos 

fundamentales de los accionantes y, en consecuencia, ordenó a la Alcaldía 

Municipal de Fusagasugá que suspendiera definitivamente la querella policiva 

dirigida al lanzamiento por ocupación de hecho de los actores. Además, como 

medida de protección del derecho a la vivienda digna, ordenó que en un plazo no 

mayor a treinta días, procedieran “a ejecutar o diseñar todas las medidas a su 

alcance para entrar a solucionar el problema de vivienda planteado con la ocupación 

del inmueble, y en el entretanto lo preserven como albergue provisional para esta 

familia de desplazados  y lo mantengan en condiciones dignas de habitabilidad”. 

  

2.5.1.4.   Más adelante, en la sentencia T-282 de 2011[32], la Sala Novena de 

Revisión analizó conjuntamente dos casos en los cuales los peticionarios, 

integrantes de un grupo de 120 familias indígenas desplazadas por la violencia, se 

asentaron en un bien baldío al que accedieron 9 meses antes de la interposición de 

la tutela. El predio ocupado se encuentra ubicado en el barrio Alto Nápoles de la 

ciudad de Cali. Debido a esto,  la inspección de policía correspondiente al sector 

inició el proceso de desalojo mediante lo que se denominó “restitución de bien 

fiscal”[33]. Los peticionarios manifestaron que las actuaciones de la inspección de 

policía quebrantarían su derecho a la vivienda digna, por cuanto tras el desalojo, 

quedarían a la deriva y sin un lugar a donde ir ni alojarse junto con sus familias; en 

consecuencia, solicitaron la suspensión de la medida policiva. 
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 En dicha oportunidad, la Corte determinó que la protección de las comunidades 

indígenas y su derecho a un territorio resultaba primordial ante el proceso de 

desalojo de los bienes fiscales que se encontraban ocupando. Así, dadas las 

circunstancias del caso particular, la garantía del derecho a la vivienda digna era 

procedente debido a las condiciones de vulnerabilidad de los asentamientos 

indígenas (especialmente por su condición de desplazados); sin embargo, no se 

avaló la ocupación irregular de terrenos del Estado, puesto que los derechos de 

carácter legal sobre los bienes fiscales no pueden ser desconocidos por vías de 

hecho. Por lo anterior, se ordenó “suspender la diligencia de desalojo  y el 

procedimiento de lanzamiento por ocupación de bien fiscal” de las familias 

asentadas en dicho predio, el cual se preservó como su albergue temporal, hasta 

tanto pudieran acceder a los programas de adjudicación de tierras adelantados por 

el Estado colombiano. 

  

2.5.1.5.   Recientemente, en la sentencia T-527 de 2011[34], esta Corporación 

conoció la situación de 27 personas que interpusieron acción de tutela para solicitar 

la protección de su derecho a la vivienda digna, por cuanto eran ocupantes 

materiales y poseedores de los lotes que se encontraban “ubicados la margen 

izquierdo del dique perimetral del Rio Guatiquia” en la ciudad de Villavicencio.  Al 

advertir de la ocupación, la alcaldía ordenó la restitución de los bienes, para lo cual 

se programó diligencia de lanzamiento. Los accionantes manifestaron que nunca 

fueron notificados de la resolución que ordenó el desalojo y, además, que durante 

los años que habían estado ocupando el terreno se les había proporcionado redes 

eléctricas, alumbrado público, pavimentación de calles y les habían cobrado 

impuestos sobre el terreno que habitaban. Por lo anterior, solicitaron la suspensión 

de la medida policiva, puesto que con ella se verían afectados niños, adultos 

mayores y, en general, población de escasos recursos. 

  

La respectiva Sala observó que “la ejecución inmediata de la medida de restitución 

del bien perteneciente al espacio público por parte de la Alcaldía de Villavicencio, 

implicaría que automáticamente 13 familias vieran insatisfechas una necesidad 

básica como la vivienda (…)”, lo cual, por supuesto, traería como consecuencia la 

vulneración de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vivienda digna. 

  

Asimismo, sobre el principio de confianza legítima, indicó que cuando el juez 

constitucional puede identificar que la conducta de la administración hizo nacer en 

el ciudadano la confianza legítima debido a la tolerancia de sus actos, los afectados 

con la medida de desalojo han adquirido el derecho a “(i) contar con un tiempo 

prudencial para poder adoptar medidas que mitiguen el perjuicio que les causa la 

medida y (ii) el Estado debe ofrecerles alternativas para buscar soluciones legítimas 
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y definitivas a sus expectativas”. Dicho esto, la Corte concluyó indicando que antes 

de proceder con la ejecución de una medida de desalojo sobre una población en la 

que el Estado hizo surgir una expectativa conforme al principio de confianza 

legítima, debe otorgarse un tiempo prudencial y soluciones alternativas al problema 

derivado de la ausencia de viviendas apropiadas para la subsistencia. 

  

Por estas razones, la Corte adoptó medidas que permitieran la restitución para la 

colectividad del espacio público y, en igual forma, la protección de los derechos de 

los ciudadanos que se vieran afectados con el desalojo. Así, con base en las 

consideraciones que allí se expusieron, ordenó a la Alcaldía de Villavicencio que 

concediera un término prudencial a los ocupantes de los lotes, con el fin “de que 

estos puedan ajustar su conducta a la nueva posición de la administración”. 

  

Como segunda medida, dispuso que se otorgaran alternativas de reubicación a los 

habitantes del bien de uso público. En este punto, enfatizó que estas no deberían 

consistir en una simple indemnización, sino que “se trata en realidad de brindar a 

los ciudadanos afectados con la medida y que creyeron válidamente que su 

actuación tenía el aval de la administración, la posibilidad de reconstruir su proyecto 

de vida y evitar así que se vean vulnerados sus derechos al mínimo vital y a la 

vivienda digna”. 

 

En consecuencia, la Sala ordenó la suspensión de la medida de desalojo hasta tanto 

no se verificara que la alcaldía había otorgado a todos los accionantes que 

ocupaban el predio soluciones a sus problemas de vivienda. Igualmente, siendo 

consciente de que los inconvenientes de habitabilidad no solamente afectaban a los 

tutelantes sino también a una extensión mayor de ciudadanos que residían en 

dichos lotes, la respectiva Sala ordenó que la solución de vivienda se brindara e 

hiciera extensiva a quienes demostraran que se encontraban en la misma situación 

que los peticionarios, es decir, a quienes se les había desconocido el principio de 

confianza legítima. Así las cosas, ordenó a la alcaldía de Villavicencio que realizara 

un censo de las familias que se encontraban habitando el bien. 

  

2.5.1.6.   Por último, esta misma Sala en sentencia T-075 de 2012[35], estudió el 

caso de un accionante que llevaba tiempo habitando en las riveras de un canal de 

aguas residuales, en el cual la administración municipal pretendía realizar obras de 

adecuación y mantenimiento, razón por la cual, inició el respectivo proceso policivo 

para lograr la recuperación del espacio público. La Sala advirtió que las actuaciones 

de la alcaldía tendientes a lograr su desalojo, desconocían el principio de confianza 

legítima del peticionario, pues en cumplimiento de su obligación constitucional de 

velar por la protección integral de los bienes de uso público, a fin de garantizar el 

acceso de todos los ciudadanos al goce y utilización común de tales áreas 
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colectivas, debe procurar la no afectación de los administrados, especialmente si se 

encuentran en una situación de debilidad manifiesta aún mas cuando tienen que 

soportar una carga indebida y desproporcionada. 

  

En aquella oportunidad, la Sala protegió el derecho a la vivienda digna y el principio 

de confianza legítima del accionante, y ordenó a la alcaldía del municipio accionado 

que adoptara medidas para garantizar tal derecho, en particular, la inclusión en 

programas de adquisición de vivienda otorgados tanto a nivel local como nacional. 

Igualmente, la Sala encontró que la situación del actor era padecida por otras 

cuantas familias que también se encontraban asentadas en las márgenes de dicho 

canal, por lo que las órdenes de protección se hicieron extensivas también a ellos. 

  

2.5.1.7.   De este modo, la jurisprudencia expuesta con anterioridad nos demuestra 

que los procedimientos de desalojos forzosos deben implementarse sobre la base 

del respeto de los derechos fundamentales sobre quienes recae la medida” 

 

JURAMENTO 

 

 

Para los efectos de que trata el artículo 37 y 38 del Decreto 2591 de 1991, 

manifiesto bajo la gravedad del juramento que, con anterioridad a esta acción, no 

he promovido acción de tutela por los mismos hechos. 

 

PRUEBAS Y ANEXOS 

 

1.- Certificado Cámara de comercio 

2.- Oficio de 31 de diciembre 2018 

3.- Inspección ocular de fecha 15 de febrero 2019 

4.- Querella por ocupación de hecho de fecha 16 de marzo 2021 

5.- Diligencia de fecha 24 de marzo 2021 

Resolución No 034 del 27 de abril 2021 por el cual se decreta la nulidad de lo 

actuado 

6.- Audiencia de fecha 27  de enero 2023 

7.- Audiencia de fecha 27 de febrero 2023 

8.- Fotocopia cedula  de Melida Martínez 

9.- Copia de escritura pública No 1107 del 30 de abril 2021 donde se protocoliza 

cesión de derechos, promesa de compra venta. 

10.- Cesión de contrato de promesa de compra venta de fecha 20 de enero 2021, 

de Henry Ropero a Mélida Martínez. 

11.- Cesión de contrato de promesa de compra venta de fecha 25 de septiembre 



2020, de Consuelo Montero a Henry Ropero. 

12.- Promesa de Compra venta de Promotora Tamacá S.A.S. a Consuelo 

Montero. 

13.- Recibos energía eléctrica 

14.- Registro fotográfico del inmueble donde se evidencia las reformas que se le 

han realizado al inmueble.  

 

NOTIFICACIONES: 

 

Recibo notificaciones en el correo electrónico martinezmelida211@gmail.com 

 

LA SOCIEDAD LCM Y ASOCIADOS LTDA Y CIA S.EN C., recibe notificaciones 

en lcmasociados@gmail.com 

 

La inspección de Policía de Mamatoco, recibirá notificaciones en el mismo, 

ubicado en Diagonal 34 # 7- 105 en la ciudad de Santa Marta, Magdalena. 

 

El Distrito de Santa Marta, recibe notificaciones en el siguiente correo 

electrónicogobierno@santamarta.gov.co 

 

La inspección de Policía de Mamatoco, recibirá notificaciones en el mismo, 

ubicado en Diagonal 34 # 7- 105 en la ciudad de Santa Marta, Magdalena. 

 

El Distrito de Santa Marta, recibe notificaciones en el siguiente correo 

electrónicogobierno@santamarta.gov.co 

 

La Inspección de Policia de Taganga: 

josedavidlopez@hotmail.com 

jose.lopez@santamarta.gov.co 

 

La Inspeccion de Policia de Mamatoco: 

Jose.cotes@santamarta.gov.co 

Inspección.mamatoco@santamarta.gov.co 

 

 

Atentamente, 

 

MELIDA ESTHER MARTINEZ FONTALVO 

P.E.P´.93335940 
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